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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Segunda del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 9 de abril 
de 2026, con asistencia de los 
miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera y 
ponente 
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 103/2026 

 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 24 de febrero de 2026 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 

la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación presentada por 
D. yyy1 y ssss, S.A., de seguros y reaseguros, debido a los daños y perjuicios 
sufridos en un accidente por la irrupción de un animal en la vía pública. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite el 5 de marzo de 2026, se 
procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 103/2026, y se inició el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su ponencia 
a la consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- El 30 de mayo de 2025 D. yyy2, en nombre y representación 

de D. yyy1 y de ssss, S.A., de seguros y reaseguros, presenta una reclamación 
de responsabilidad patrimonial frente al Ayuntamiento de xxx1, en la que 
expone que “el 4 de septiembre de 2024, sobre las 19:50 horas, cuando el 
vehículo todo terreno marca Mercedes matrícula vvvv circulaba correctamente 
por la carretera cc-513 en sentido ascendente (dirección xxx2), a la altura del 
p.k 0.077, travesía de xxx1, su conductora se ha visto sorprendida por la 
irrupción en la calzada desde el margen izquierdo de un perro mastín, al que 
no ha podido evitar yendo a colisionar contra el mismo, causando daños al 
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coche y lesiones al ocupante (…)”. Añade que “el perro logró abandonar el lugar 
dando alaridos, no obstante, pudo ser fotografiado”. 
 

Reclama una indemnización de 3.668,94 euros para D. yyy1 y de 994,71 
euros para ssss, S.A.  

 
 Propone prueba testifical y adjunta a su reclamación documentación 
acreditativa de la representación, atestado de la Guardia Civil, fotografía del 
perro mastín que provocó el accidente, informes médicos, informe pericial de 
valoración del daño corporal, póliza de seguro del vehículo, informe pericial de 
los daños causados en el vehículo, factura de reparación y justificante de pago 
de la factura. 
 

Segundo.- Obran en el expediente un informe de Secretaría de 11 de 
junio de 2025 sobre el procedimiento a seguir y la legislación aplicable, un 
informe del Servicio de Asistencia a Municipios de la Diputación de 31 de julio 
de 2025 y un informe de la Comandancia de la Guardia Civil en xxx3 de 1 de 
agosto de 2025. 
 

Tercero.- El 7 de julio de 2025 el representante de los reclamantes 
presenta un escrito en el que propone prueba documental y testifical de cuatro 
testigos. 

 
Cuarto.- Por acuerdo de la instructora de 29 de julio de 2025 se admite 

la prueba testifical propuesta por el interesado y se cita a dos de los testigos 
el 11 de agosto de 2025 para la práctica de la prueba. 

 
Quinto.- El 9 de agosto de 2025 el representante de los reclamantes 

solicita que se proceda a la suspensión del “señalamiento para la citación y 
práctica de la prueba testifical de los [testigos] propuestos, al encontrarse 
imposibilitado para acudir a su práctica el letrado compareciente”. Adjunta 
parte médico de baja laboral. 

 
Sexto.- Consta en el expediente acta de comparecencia del testigo 

D. yyy3, de 11 de agosto de 2025, en el que la instructora indica que 
“comparece (el testigo) en la secretaria del Ayuntamiento, para realizar la 
prueba testifical del procedimiento 112/2025, a la que ha sido citado. No 
comparece la parte que ha propuesto la prueba. Dando por terminado el acto 
a las 12:10 horas”. 
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Séptimo.- Concedido trámite de audiencia a los interesados en el 
procedimiento, no consta la presentación de alegaciones. 
 
 Octavo.- El 11 de noviembre de 2025 se formula propuesta de 
resolución desestimatoria de la reclamación. 
 
 Noveno.- Formulada la preceptiva consulta a este Consejo Consultivo, 
se aprobó el Dictamen 470/2025, de 18 de diciembre, en el que se considera 
que debe practicarse la prueba testifical propuesta por los reclamantes para 
determinar si, como afirman, el perro que ocasionó el accidente se encontraba 
abandonado vagando habitualmente por las calles del municipio; y ello porque 
este extremo no puede acreditarse con la prueba que obra en el expediente y 
es decisivo para resolver este asunto. 
 
 Asimismo, se señala que el Ayuntamiento debe exponer si es el 
responsable de la recogida de animales extraviados y abandonados que se 
encuentren en el municipio y de su alojamiento en un centro de protección 
animal, o si, por el contrario, esta responsabilidad se ha derivado a alguna 
agrupación de municipios o, en su caso, a la Diputación Provincial. 
 

Por ello, el Consejo concluye que no procede pronunciarse en ese 
momento sobre el fondo del asunto. 

 
Décimo.- El 29 de enero de 2026 se practica la prueba testifical de dos 

testigos propuestos por el interesado. 
 
Undécimo.- Concedido nuevo trámite de audiencia, el 23 de febrero 

de 2026 el representante de los interesados presenta alegaciones en las que 
ratifica su reclamación, reitera la pretensión resarcitoria e indica que falta la 
prueba testifical de dos testigos. 

 
Duodécimo.- El 24 de febrero de 2026 se formula nueva propuesta de 

resolución desestimatoria de la reclamación de responsabilidad patrimonial. 
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
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II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Segunda emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 2.e), del Acuerdo de 6 de 
marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la composición 
y competencias de las secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en la Ley 

39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se recogen en 
relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
No obstante, se incumple el plazo máximo de resolución y notificación 

establecido en su artículo 91.3, lo que no elimina la obligación de dictar 
resolución expresa conforme a lo dispuesto en el artículo 21.1 de la LPAC. Tal 
dilación contraría los principios de buena administración y el de control del gasto 
público ligado a la consecución de los objetivos de estabilidad presupuestaria, 
considerado el incremento que ha de conllevar necesariamente la cantidad que 
como indemnización se vaya a conceder a la reclamante, en su caso, mediante 
la oportuna resolución. 

 
Por otro lado, consta la prueba testifical de dos de los cuatro testigos 

propuestos por los interesados. En este sentido, el 7 de julio de 2025 el 
representante de los reclamantes presenta un escrito en el que propone la 
testifical de D. yyy3 (señalando su domicilio) y manifiesta que “deberá además 
ser interrogado para que facilite la dirección de los testigos que también son 
propuestos y cuyas únicas circunstancias personales conocidas son que se 
encontraban en el lugar y que son dos hermanos conocidos como D. yyy4 y 
D. yyy5, vecinos de Zumárraga (Guipúzcoa), visitantes de la localidad de xxx1 
en los veranos”. 

 
En la prueba testifical D. yyy3 declara, tras ser preguntado si conoce 

los apellidos y la dirección de D. yyy4 y de D. yyy5, que “no conoce los apellidos 
de yyy4 ni (la) dirección, cree que estaba en Beasain y yyy5 en Zumarraga”. 

 
La propuesta de la Administración señala que, “en cuanto al resto de 

testigos, es imposible realizar la prueba porque no se han facilitado datos de 
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contacto de los mismos, ninguno de ellos vive en el pueblo y D. yyy3 
desconoce sus direcciones”. 

 
En consecuencia, resulta acreditado que el instructor, como requerían 

los interesados, solicitó a D. yyy3 información sobre los testigos propuestos y 
que, al no facilitarse los datos relativos a su domicilio o cualquier otro que 
permitiera su citación, no ha sido posible practicar la prueba propuesta. Por 
tanto, la actuación del instructor se ajustó a lo requerido en la LPAC, por lo 
que no se considera precisa la retroacción de actuaciones.  

 
3ª.- La reclamación se ha interpuesto por personas legitimadas, de 

acuerdo con el artículo 4 de la LPAC. La competencia para resolver la presente 
reclamación corresponde al alcalde, sin perjuicio de la delegación de 
competencias que pueda existir, conforme a los artículos 21.1.s), 21.3 y 23.4 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local 
(LBRL), en relación con el artículo 92 de la LPAC. 

 
La reclamación se ha presentado en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC. 
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. La referencia constitucional a la ley 
debe entenderse hecha a los artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, a la que se remite, de 
forma genérica, el artículo 54 de la LBRL. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la doctrina del 

Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública exige la concurrencia de los siguientes 
requisitos: a) daño efectivo, evaluable económicamente e individualizado en 
relación con una persona o grupo de personas; b) antijuridicidad del daño, en 
el sentido de que la persona que lo sufre no tenga el deber jurídico de 
soportarlo, de acuerdo con la ley; c) imputabilidad a la Administración de la 
actividad dañosa, es decir, la integración del agente en el marco de la 
organización administrativa a la que pertenece o la titularidad pública del 
servicio o la actividad en cuyo ámbito se produce el daño; d) relación de 
causalidad entre la actividad administrativa y el resultado dañoso, esto es, que 
el daño sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de un servicio 



 

6 

público; e) ausencia de fuerza mayor. Asimismo, se exige que la reclamación 
se presente antes de que transcurra un año desde el momento en que se 
produjo el hecho causante. 

 
5ª.- El asunto sometido a consulta versa sobre un expediente de 

responsabilidad patrimonial por los daños y perjuicios ocasionados en un 
accidente ocurrido, según alegan los interesados, al chocar el vehículo con un 
perro mastín, presuntamente abandonado, que irrumpió en la carretera. 

 
En la esfera de las Administraciones locales, el artículo 54 de la LBRL 

establece que “Las Entidades locales responderán directamente de los daños 
y perjuicios causados a los particulares en sus bienes y derechos como 
consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la 
legislación general sobre responsabilidad administrativa”. Este precepto es 
reproducido, prácticamente de forma literal, por el artículo 223 del Reglamento 
de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 
aprobado por el Real Decreto 2568/86, de 28 de noviembre. 

 
Por su parte, el artículo 25.2.j) de la LBRL establece que el municipio 

ejercerá en todo caso como competencias propias, en los términos de la 
legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, en materia de 
protección de salubridad pública. La presencia de animales abandonados o 
vagabundos sin control sanitario se considera un riesgo para la salud ciudadana 
y la higiene del entorno urbano. Además, el artículo 26.1 de la LBRL establece 
que el municipio deberá prestar el servicio de limpieza viaria. 

 
A su vez, el artículo 22 de la Ley 7/2023, de 28 de marzo, de protección 

de los derechos y el bienestar de los animales, dispone que “Corresponderá a 
los ayuntamientos la recogida de animales extraviados y abandonados y su 
alojamiento en un centro de protección animal (…)”. 

 
Por otro lado, corresponde a la parte interesada acreditar que los daños 

traen causa directa e inmediata del funcionamiento normal o anormal del 
servicio público, de acuerdo con los viejos aforismos necessitas probandi 
incumbit ei qui agit y onus probandi incumbit actori, el principio general sobre 
la carga de la prueba contenido en el artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil, y lo que, más específicamente para el régimen 
de la responsabilidad objetiva de la Administración, dispone el artículo 67.2 de 
la LPAC. La Administración, por su parte, deberá probar los hechos que, en su 
caso, desvirtúen los alegados por la parte contraria.  
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En este supuesto puede considerarse acreditado que el accidente ocurrió 

en el lugar y en la forma indicados por los interesados, circunstancias avaladas 
por el atestado de la Guardia Civil, por la prueba testifical practicada y por las 
fotografías que obran en el expediente. En este sentido, el atestado de la 
Guardia Civil constata la “irrupción de un animal doméstico en la calzada desde 
el margen izquierdo al derecho” y señala que “se trata de un perro (…)”. 
 

Una vez fijada esta cuestión previa, el título de imputación de la 
responsabilidad del Ayuntamiento es su falta de diligencia en su obligación de 
recoger y atender a los animales abandonados, asegurando su bienestar hasta 
que puedan ser reubicados o retornados a un entorno seguro.  

 
Los reclamantes afirman que el perro mastín que provocó el accidente 

se encontraba en una situación de abandono y que vagaba de forma habitual 
por las calles del municipio. 

 
El artículo 22 de la Ley 7/2023, de 28 de marzo, de protección de los 

derechos y el bienestar de los animales establece lo siguiente: 
 

“1. Corresponderá a los ayuntamientos la recogida de animales 
extraviados y abandonados y su alojamiento en un centro de protección animal. 
Para ello deberán contar con un servicio de urgencia para la recogida y atención 
veterinaria de estos animales, disponible las veinticuatro horas del día. Esta 
gestión podrá realizarse directamente por los servicios municipales competentes 
o por entidades privadas, sin perjuicio de que, siempre que sea posible, se 
realice en colaboración con entidades de protección animal. 

 
»En los términos que establezca la legislación autonómica, podrá 

derivarse esta responsabilidad a las agrupaciones de municipios, o, en su caso, 
a las diputaciones provinciales y forales, cabildos y consejos insulares o a las 
comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla. 

 
»2. Para llevar a cabo esta gestión y cuidados, los municipios 

deberán de contar con un servicio propio, mancomunado o concertado, en los 
términos establecidos en el artículo 23. 

 
»3. Las poblaciones que no dispongan de medios propios para 

ejercer su competencia para la recogida y el mantenimiento de los animales 
podrán suscribir convenios de colaboración con centros mancomunados, 
pertenecientes a otras administraciones o contratados, que cumplirán las 
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condiciones mínimas reguladas en la presente ley. En este caso se dispondrá 
de una instalación temporal municipal para albergar a los animales hasta su 
recogida por el servicio correspondiente, que reúna los requisitos de espacio, 
seguridad y condiciones para el bienestar de los animales alojados 
temporalmente. 

 
»4. En ausencia de otra previsión en la legislación autonómica, 

corresponde a la Administración local y, subsidiariamente, a la autonómica la 
gestión y cuidados de los animales desamparados o cuyos titulares no puedan 
atenderlos debido a situaciones de vulnerabilidad, sin perjuicio de que puedan 
contar con la colaboración de entidades de protección animal debidamente 
registradas. 

 
»5. Las entidades locales antepondrán el control poblacional no 

letal de la fauna urbana en sus planes de actuación en materia de protección 
animal garantizando los derechos de los animales”. 

 
Por su parte, el artículo 3.e) de la citada Ley 7/2023, de 28 de marzo, 

define animal abandonado como “todo animal incluido en el ámbito de 
aplicación de esta ley, que vaga sin el acompañamiento o supervisión de 
persona alguna, estando o no identificado su origen o persona titular o 
responsable y no habiendo sido comunicada o denunciada su desaparición en 
la forma y plazos establecidos. Asimismo, serán considerados animales 
abandonados aquellos que permanezcan atados o en el interior de un recinto 
o finca sin ser atendidos en sus necesidades básicas por la persona titular o 
responsable, y todos aquellos que no fueren recogidos por sus titulares o 
responsables de los centros de recogida en el plazo establecido, así como de 
las residencias, centros veterinarios u otros establecimientos similares en los 
que los hubieran depositado previamente. Se exceptúan de esta categoría los 
gatos comunitarios pertenecientes a colonias felinas”. 

 
En el supuesto sometido a dictamen, la prueba que obra en el expediente 

no acredita fehacientemente que el perro mastín que provocó el accidente, al 
irrumpir de forma súbita en la calzada, estuviera abandonado.  

 
Los interesados sostienen en su reclamación que los testigos D. yyy3, 

D. yyy4 y D. yyy5 manifestaron al conductor del vehículo y a su esposa que 
“el perro mastín causante del accidente ya llevaba una muy larga temporada 
deambulando extraviado por el pueblo”. Sin embargo, este extremo no resulta 
probado en el expediente.  
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En los términos expuestos, no ha sido posible practicar la prueba testifical 
de D. yyy4 y D. yyy5. Además, D. yyy3, a la pregunta “¿sabes si era un perro 
abandonado?”, contestó que no sabía si estaba abandonado, “solo que no 
tenía collar”. 

 
Sorprende que el representante de los reclamantes, en el último trámite 

de audiencia, cuestione la práctica de la prueba testifical de D. yyy3 realizada 
por la instructora, ya que consta que fue citado y que no compareció para 
formular las preguntas que considerara convenientes. 

 
Por otro lado, el otro testigo citado declara que “había 4 o 5 señores” 

que vieron el accidente y que “solo tiene los datos de yyy3”, que el perro no 
estaba muy nutrido y que los testigos “manifestaron que era un perro 
vagabundo que llevaba un mes por el pueblo”. Sin embargo, este último 
extremo no se corrobora por ningún testigo. 

 
En consecuencia, la prueba que obra en el expediente no permite 

determinar de forma concluyente que el perro estuviera abandonado deambulando 
por “una muy larga temporada” por el pueblo, como sostienen los reclamantes. 
La ausencia de collar y el hecho de no “estar muy nutrido” no avalan el 
abandono del animal. Asimismo, tampoco resulta probado que el animal no 
tuviera microchip en el momento del accidente ni que llevara mucho tiempo 
solo por las vías públicas del municipio sin supervisión.  

 
A mayor abundamiento, la propuesta de la Administración expone que 

“no existe llamada alguna ni solicitud de retirada de animales abandonados ni 
al Ayuntamiento ni a la Guardia Civil. Tampoco existe comunicación vecinal 
alguna sobre la existencia de perros abandonados, o merodeando por el pueblo”. 
Argumenta acertadamente que “no hay prueba que acredite el origen del perro, 
ni quién era o fue su dueño. Tratándose de un animal doméstico, aunque no 
tenga dueño conocido, las posibilidades que explicarían la presencia del animal 
en la calzada son muy variadas, pero en ningún caso se deben a un defecto 
del funcionamiento del servicio de recogida de animales o de conservación de 
la vía que, por sus características, ni estaba vallada ni debía estarlo. Por otra 
parte, el deber de vigilancia de la Administración sólo puede extenderse a 
aquellos eventos que son razonablemente previsibles y evitables, lo que no 
sucede en este caso en el que un único perro invade repentinamente la calzada 
y sin que la administración ni la Guardia Civil haya tenido conocimiento de la 
existencia de ningún perro. Por último, tampoco está acreditado que sea 
frecuente en la zona del accidente la presencia de perros sueltos que aconsejara 
advertir de tal hecho a los conductores con la correspondiente señal”. 
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En virtud de lo expuesto, este Consejo considera que no está acreditado 

un incumplimiento del Ayuntamiento de su deber de recoger los animales 
abandonados y su alojamiento en un centro de protección animal. Por ello, se 
comparte el criterio de la Administración consultante de que no existe nexo 
causal entre los daños reclamados y el funcionamiento del servicio público, por 
lo que la reclamación debe desestimarse. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 

responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyy1 y de la mercantil ssss, S.A., de seguros y reaseguros, 
debido a los daños y perjuicios sufridos en un accidente por la irrupción de un 
animal en la vía pública. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


